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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, tres de septiembre de dos mil nueve
Acta número 0056 del 3 de septiembre de 2009
En la fecha, siendo las cuatro y treinta minutos de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que el apoderado de la demandante formula en contra de la sentencia dictada el 6 de mayo pasado, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral que María Carolina Correa García le promueve a Credigane S. A. 
El proyecto de decisión final presentado por el ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta la actora, por intermedio de apoderado judicial, que mediante contrato de trabajo verbal a término indefinido, disfrazado como contrato de prestación de servicios profesionales, inició labores al servicio de Credigane S.A., como auxiliar contable el 16 de mayo de 2005; sus labores correspondían al manejo de ingresos y egresos diarios de la empresa, al manejo de auditoria de paquetes de facturación y conciliaciones bancarias, manejo de caja menor, manejo de servicios técnicos, costo de mercancía que ingresaba y la realización de informes finales de cada mes; el horario se extendía entre las 8:00 a.m. y las 12:30 p.m. y entre las 2:00 p.m. y las 6:00 p.m. de lunes a viernes y los sábados de 8:00 a.m. a 3:00 p.m.; después de la supuesta vinculación bajo la modalidad de prestación de servicios profesionales, fue vinculada laboralmente el 1° de enero de 2006, por medio de un contrato a término fijo por 3 meses, el cual le fue cancelado (terminado) injustamente el 29 de mayo de 2006; el salario inicialmente devengado ascendía a la suma de $500.000, quedando con el nuevo contrato de $460.000 más una bonificación mensual de $143.000; el 2 de mayo fue despedida sin justa causa. 
Pretende en consecuencia que se declare la existencia entre las partes de un contrato de trabajo a término indefinido, desarrollado entre el 16 de mayo de 2005 y el 1° de enero de 2006, por el cual se le adeudan cesantías, intereses a las cesantías, sanción por no pago de intereses a las cesantías, vacaciones, prima de servicios, indemnización moratoria, indemnización por no consignación de cesantías y calzado y vestido de labor; que se declare que entre las partes se celebró un contrato escrito a término fijo de 3 meses, que inició el 2 de enero de 2006 hasta el último día de marzo del mismo año, el cual se prorrogó por disposición legal; que se pague la indemnización por la terminación injusta del contrato a término fijo antes de cumplirse su término; por último depreca condena en costas a cargo de la demandada.

La demanda fue admitida por auto del 21 de julio de 2006, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a la demandada, fl. 18. 
Credigane Electrodomésticos S.A., por intermedio de apoderado dio respuesta a la acción, fls. 33-38, pronunciándose sobre los hechos, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones, argumentando que lo que inicialmente se pactó entre las partes fue un contrato de prestación de servicios de naturaleza civil o comercial, nunca laboral, el cual aceptó voluntariamente la demandante y que respecto a la terminación del contrato a término fijo, ello se hizo al amparo de una justa causa; excepcionó previamente Cláusula compromisoria y de fondo Inexistencia de relación laboral, Pago, Cobro de lo no debido, Buena fe de la empresa en el pago del contrato de honorarios e inexistencia de mora, Prescripción y compensación, y la Innominada. 
La conciliación fracasó por la inasistencia de la parte demandada, razón por la que se hizo acreedora a las sanciones previstas en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, consistentes en presumir ciertos los hechos de la demanda susceptibles de confesión; así mismo se declaró no probada la excepción previa Cláusula compromisoria; luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron, fl. 67.

En la segunda audiencia de trámite, fl. 71, el apoderado de la demandada propuso incidente de nulidad contra todo lo actuado, el cual fue rechazado por la a quo, decisión que fue objeto del recurso de apelación, siendo ratificada en segunda instancia, fl. 95. 

La audiencia de juzgamiento se realizó el 6 de mayo del presente año, fl. 144; en la sentencia que se dictó en esa fecha, la juez de primera instancia declaró la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido, entre el 16 de mayo de 2005 y el 1° de enero de 2006, condenando en virtud de éste a la demandada a pagar a la actora la suma de $1.037.184 por concepto de cesantías y sus intereses, prima de servicios, auxilio de transporte, vacaciones y sanción por no pago de intereses a las cesantías; también declaró que el contrato de trabajo a término fijo de 3 meses se prorrogó por virtud de la ley, motivo por el cual condenó a la demandada al pago de $889.333 por concepto de indemnización por despido injusto, cargando las costas a la demandada en un ochenta por ciento (80%). Absolvió respecto de las demás pretensiones incoadas en la demanda.  
Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación el apoderado de la demandante, fl. 160, manifestando su desacuerdo por la absolución de que fue objeto la accionada respecto de la indemnización moratoria y de la sanción por no consignación de las cesantías en un fondo, toda vez que considera que, contrario a lo afirmado por la funcionaria de primera instancia, la actuación de la accionada estuvo revestida de mala fe, por cuanto partió de un supuesto antijurídico, entendió que el periodo de prueba se extendía más allá del término legal y que no generaba prestaciones.
Concedido el recurso se remitieron las diligencias a esta Sala disponiéndose el trámite propio de la instancia y como quiera que no se observan nulidades en la actuación se procede a resolver con apoyo en las siguientes, 

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Sea lo primero advertir, así se deduce del poco claro escrito de sustentación del recurso, que la inconformidad de la parte actora estriba en la absolución de la que fue objeto la demandada respecto de la indemnización moratoria y la sanción por no consignación de cesantías en un fondo.

De vieja data lo tiene sentado la Corte Suprema de Justicia que las sanciones deprecadas no emergen automáticamente, para ello el juzgador debe analizar las razones de las que se haya prevalido el empleador para omitir, ora el pago de prestaciones y salarios, ora la consignación de las cesantías en un Fondo establecido para tal fin. 
Al respecto ha indicado el máximo órgano de la Jurisdicción Ordinaria:

“Cuando el Tribunal manifestó “Ha sido reiterada la jurisprudencia respecto a la aplicación de la indemnización moratoria, señalándose que la misma no es de aplicación inmediata sino que ella depende de la buena o mala fe con la que actuó el empleador durante o a la finalización de la relación laboral”, realizó una interpretación adecuada del artículo en cuestión.

Al respecto, es pertinente anotar que el juez ad quem, para confirmar la absolución por la pretensión de la indemnización moratoria no le hizo producir efectos al  artículo 65 del CST, que consagra la indemnización por falta de pago de salarios y prestaciones sociales a la terminación del contrato de trabajo, por considerar que en el sub examine se daba la acreditación de buena fe del empleador en la falta en que incurrió por no proceder al pago oportuno de las acreencias laborales.

En efecto se ha dicho que la sanción conocida como “salarios caídos”, no opera de manera automática, sino que se debe analizar el comportamiento del empleador durante la vinculación y a su terminación, y si de ello se desprende que pudo creer de buena fe que no existía relación laboral, se le debe exonerar de la indemnización moratoria.” (
)
En reciente pronunciamiento ratificó su posición respecto a la buena fe como eximente de la sanción por mora:

“Ha sostenido la jurisprudencia de esta Sala que las sanciones moratorias, como las reclamadas en este caso, no son de aplicación automática ni inexorable, sino que en cada caso, para su aplicación, se deben analizar por el juez las circunstancias o razones aducidas por el deudor moroso o incumplido a fin de determinar si su actuar estuvo revestido de buena, pues en caso de que dichas razones o circunstancias sean atendibles, no procede la sanción.” (
)
En posterior providencia, afirmo el Alto Tribunal:
“La sentencia recurrida se fundó en un reiterado criterio jurisprudencial que permite exonerar al empleador de la indemnización moratoria cuando quiera que, aparezca probado en el proceso que su conducta estuvo revestida de buena fe al discutir la existencia del contrato de trabajo con razones serias, posición doctrinal que constituye uno de los soportes doctrinales de la Sala, que se ha mantenido invariable desde sus orígenes…” (
)
En el mes de mayo de 2009, sostuvo:

“Ahora bien, como lo explica el cargo, el artículo 65 del C. S. del T. “no contiene ningún condicionamiento adicional al no pago en su debida oportunidad” de los salarios y prestaciones del trabajador a la terminación del contrato de trabajo, esto es, no consagra la buena fe del empleador, como eximente de responsabilidad. Sin embargo, la jurisprudencia no ha interpretado de manera literal dicho precepto, porque ha estimado que la buena fe es un elemento que se encuentra implícito y que debe siempre examinarse la conducta del empleador. 

De modo que no se muestra desacertado que el Tribunal analizara la conducta de la sociedad accionada, esto es, si actúo o no con buena fe, apoyado en jurisprudencia de esta Corporación.” (
) 

La relación laboral entre las partes se desarrolló inicialmente por medio de unos contratos de prestación de servicios, los cuales militan a folios 44 a 52 del infolio, en todos ellos se pactó en su cláusula V, que su naturaleza sería la de un contrato civil y comercial, quedando entendido que no hay subordinación de tipo laboral, por lo que, consecuentemente, no hay lugar a reclamación y pago de prestaciones sociales.

Pues bien, debe decirse de una vez que razón le asistió a la funcionaria de primera instancia, toda vez que conforme a las providencias citadas y como atrás se afirmó, ha sido posición inveterada de la Corte Suprema de Justicia, acogida por esta Sala, que la buena fe es eximente de culpa en casos como el presente, en el cual se pactó un tipo de vínculo diferente al laboral, pero que en virtud del principio de la primacía de la realidad sobre las formas, y después de un litigio con el cumplimiento de las formalidades pertinentes y con aducción de pruebas, ese nexo, que en su origen estuvo regido por la ley civil, mutó, convirtiéndose en un contrato de carácter laboral, del cual en primera instancia se liquidaron las acreencias correspondientes, pero sin perder de vista que la sociedad demandada obró bajo el convencimiento, aunque errado, de estar respetando la normatividad legal que creía era la aplicable al contrato de prestación de servicios suscrito, deduciéndose de ello su buena fe, máxime cuando al contestar la demanda, fl. 33, en momento alguno intenta desconocer la relación laboral que vínculo a las partes con posterioridad al vencimiento de los supuestos contratos de prestación de servicios, al contrario, la acepta.

Y como la consignación de las cesantías en un fondo viene a ser apenas ahora una consecuencia de la declaratoria de existencia del deprecado contrato de trabajo, no tenía la demandada, al estar convencida, se repite, que la relación no era laboral, la obligación de efectuar la mentada consignación, pues, a parte de los honorarios pactados, nada creyó deber.

Visto lo precedente, es menester de esta Corporación, impartir confirmación a la decisión de primera instancia en lo que atañe al recurso de apelación objeto de estudio.
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de la expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación ha conocido.
En esta instancia, costas no se causaron. 

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con permiso
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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